TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA DE DECISIÓN CIVIL FAMILIA


Magistrada Ponente: Claudia María Arcila Ríos


Pereira, mayo veinte (20) de dos mil dieciséis (2016)  


Acta No. 237 del 20 de mayo de 2016

Expediente No. 66001-31-10-002-2016-00186-01
Procede la Sala a decidir la impugnación propuesta por la Unidad Administrativa Especial de Gestión Pensional y Contribuciones Parafiscales de la Protección Social -UGPP-, frente a la sentencia proferida por el Juzgado Segundo de Familia local, el pasado 7 de abril, en la acción de tutela que en su contra instauró la señora Amparo Arcila Moreno.
A N T E C E D E N T E S

1.- Relató el apoderado de la actora, los hechos que admiten el siguiente resumen: 
1.1.- El 22 de mayo de 2015 la señora Amparo Moreno Arcila solicitó a la Unidad Administrativa Especial de Gestión Pensional y Contribuciones Parafiscales de la Protección Social -UGPP-, el cumplimiento integral de la sentencia que ordenó el reajuste de la pensión de jubilación a su favor.
1.2.- A la fecha de presentación de la acción de tutela han transcurrido más de diez (10) meses de radicada la solicitud, sin que se haya obtenido una respuesta que resuelva de fondo el requerimiento elevado por la accionante.
2.- Considera lesionado su derecho fundamental de petición. Para su protección, solicita se ordene a la entidad demandada, en el término de cuarenta y ocho horas, resuelva de fondo y de manera definitiva la solicitud radicada el 22 de mayo de 2015.
A C T U A C I Ó N     P R O C E S A L

1.- Por auto del 18 de marzo de 2016, el Juzgado Segundo de Familia admitió la demanda y ordenó las notificaciones de rigor.

2.- Se pronunció el Subdirector Jurídico Pensional de la Unidad Administrativa Especial de Gestión Pensional y Contribuciones Parafiscales de la Protección Social -UGPP-. Hizo un recuento de los actos administrativos proferidos en el trámite de la pensión de jubilación de la accionante, que terminó con resolución No. RDP 035385 del 28 de agosto de 2015 que negó la solicitud de fecha 10 de agosto del mismo año, porque no se aportó copia del fallo judicial con la constancia de ser la primera y prestar mérito ejecutivo; manifestó que con esos actos, se ha dado respuesta de fondo a las solicitudes de quien acciona, así como también ha dado cabal cumplimiento al fallo contencioso, en el sentido de ordenar la reliquidación de la pensión de jubilación de la actora, con fundamento en los certificados de factores salariales aportados.
Argumenta que si la petición versa sobre el pago de los intereses se debe tener en cuenta el decreto 768 de 1993, por el cual se reglamentan los artículos 2c literal f) del decreto 2112 de 1992, los artículos 176 y 177 del Código Contencioso Administrativo y el artículo 16 de la ley 38 de 1989 y que tienen validez para solicitar el pago de sentencias, los documentos que se alleguen a la entidad en copia auténtica, razón por la cual se están realizando las correspondientes actuaciones administrativas, así como el estudio de la clasificación documental (original, copia autentica, copia simple) de la documentación que reposa en el expediente pensional de la accionante, con el fin de atender de fondo el objeto de la acción de tutela.
Solicita se conceda un término prudencial para brindar una respuesta efectiva a la accionante, teniendo en cuenta que no se le estaría causando un perjuicio irremediable, sino brindando a la administración la posibilidad de resolver de fondo su solicitud.
Trae a colación jurisprudencia de la Corte Constitucional sobre la improcedencia de la acción de tutela para hacer efectivo el cumplimiento de una sentencia judicial y para obtener el reconocimiento y/o pago de prestaciones de carácter laboral.

Finaliza solicitando se declare improcedente la acción de tutela por cuanto con dicho mecanismo constitucional se persigue un interés económico sin demostrarse la existencia de un perjuicio irremediable, y por no cumplirse el requisito de subsidiaridad al contar con otros mecanismos judiciales para discutir la actuación presuntamente vulneradora de sus derechos fundamentales. Como petición subsidiaria solicita se conceda un término prudencial con el fin de dar respuesta de fondo a la solicitud.
3.- Mediante sentencia de 7 de abril último, el señor Juez Segundo de Familia de Pereira concedió el amparo solicitado y para proteger el derecho fundamental de petición de la accionante, ordenó al representante legal de la Unidad Administrativa Especial de Gestión Pensional y Contribuciones Parafiscales de la Protección Social -UGPP-en Bogotá, brinde respuesta a la petición que hizo el 22 de mayo de 2015, cuyo contenido apunta a que se disponga el pago del reajuste de su pensión a partir del 30 de noviembre de 2005 y en cuantía del 75% de todo lo devengado por esta en el último año de servicios en la extinta ESE Rita Arango Álvarez del Pino, con su respectiva indexación y pago de intereses de mora, conforme a lo dispuesto en la sentencia emitida por el Juzgado Segundo Administrativo de Descongestión de Pereira el 18 de octubre de 2012 y confirmado en segunda instancia por el Tribunal Contencioso Administrativo de Risaralda en fallo del 4 de abril de 2013. Protección que según los parámetros dados por la Corte Constitucional en el auto número 259 del 21 de agosto de 2014, no sólo se circunscribe a la responsabilidad de expedir el acto administrativo conforme a lo dispuesto por la justicia de lo contencioso administrativo y que se notifique personalmente a la interesada o a su apoderado judicial; sino que, también debe garantizarse la inclusión en nómina correspondiente.
Para decidir así, con fundamento en jurisprudencia de la Corte constitucional que consideró aplicable al caso, estimó que el plazo legal para resolver la solicitud elevada por la demandante se encuentra vencido, sin que se haya expedido una respuesta de fondo.

6.- Inconforme con el fallo, la Unidad Administrativa Especial de Gestión Pensional y Contribuciones Parafiscales de la Protección Social -UGPP-, lo impugnó. En esta instancia solicitó se declarara superado el hecho, en razón a que resolvió la solicitud elevada por la demandante.
C O N S I D E R A C I O N E S 
1.- La acción de tutela permite a toda persona reclamar ante los jueces, mediante un procedimiento preferente y sumario, la protección de sus derechos fundamentales cuando quiera que resulten vulnerados o amenazados por la acción u omisión de cualquier autoridad pública o aun de los particulares, en los casos que reglamenta el artículo 42 del Decreto 2591 de 1991. 

Ese medio excepcional de amparo constitucional tiende entonces a conjurar la lesión o la amenaza de los derechos fundamentales, a fin de permitir al titular su ejercicio o restablecer su goce; la efectividad de la acción reside entonces en la posibilidad para el juez de impartir una orden encaminada a la defensa actual y cierta del derecho conculcado. 

Así, la procedencia de la tutela exige la existencia de acción u omisión atribuible a la persona o autoridad contra la que se dirige, a partir de la cual sea posible analizar si se ha producido la vulneración de los derechos fundamentales del peticionario. 

De acuerdo con lo anterior, verificados los supuestos fácticos y jurídicos que producen la vulneración de uno o varios derechos fundamentales, la decisión del juez no puede ser otra que proferir una orden de obligatorio cumplimiento, en aras a obtener que se restaure el orden constitucional, lesionado en un caso concreto y específico.

2.- Pretende la demandante se proteja su derecho fundamental de petición que citó como vulnerado por la entidad accionada y en consecuencia, se ordene el cumplimiento integral de la sentencia que ordenó el reajuste de la pensión de jubilación a su favor.

3.- El funcionario de primera sede, como ya se indicara, concedió el amparo solicitado y ordenó se brindara respuesta a la petición del 22 de mayo de 2015, cuyo contenido apunta a que se disponga el pago del reajuste de la pensión, con su respectiva indexación y pago de intereses de mora, conforme a lo dispuesto en la sentencia emitida por el Juzgado Segundo Administrativo de Descongestión de Pereira.

La Sala comparte esa decisión ya que tal derecho resultó efectivamente amenazado, pues para la fecha del fallo de primera instancia, esa petición no había sido contestada, a pesar de que fue presentada desde el 22 de mayo de 2015, lo que supera con creces los términos establecidos para resolver sobre solicitudes en materia pensional
.
4.- Empero, es preciso señalar que en esta instancia se pudo constatar que tal derecho se encuentra satisfecho en la actualidad.
En efecto, de acuerdo con la información suministrada por la Unidad Administrativa Especial de Gestión Pensional y Contribuciones Parafiscales de la Protección Social -UGPP-, la Subdirectora de Determinación de Derechos Pensionales de esa entidad, mediante resolución RDP 014796 de 6 de abril de 2016, decidió negar la solicitud de cumplimiento a fallo reclamada por la accionante, porque los documentos aportados con la nueva solicitud incoada no son suficientes para modificar la decisión tomada mediante la resolución que dio cumplimiento al fallo judicial. Informó además que la señora Amparo Arcila Moreno, se encuentra activa en nómina general de pensionados y se le está pagando el mayor valor de conformidad con lo ordenado en la resolución RDP 014176 de fecha 14 de abril de 2015; en el mes de junio de 2015 se le realizó un pago por la suma de $17.680.791,23 m/cte., correspondiente al retroactivo generado. Con respecto al pago de los intereses del artículo 177, ordenados por el Tribunal Contencioso Administrativo de Risaralda, se le informó a la accionante que los mismos serían cancelados en el mes de mayo del presente año, lo cual se le comunicó mediante el oficio radicado No. 201616301098971 del 15 de abril de 2016
.
Se configuró entonces un hecho superado respecto de la orden que se impuso a la entidad demandada, toda vez que profirió resolución respecto de la solicitud elevada por la demandante y que justificó que en primera instancia, se le otorgara el amparo solicitado.
De esta manera las cosas, se justifica dar aplicación al artículo 26 del Decreto 2591 de 1991, según el cual: "Cesación de la actuación impugnada. Si estando en curso la tutela, se dictare resolución administrativa o judicial, que revoque, detenga o suspenda la actuación impugnada, se declarará fundada la solicitud únicamente para efectos de indemnización y costas, si fueren procedentes...".
Sobre el tema ha dicho la Corte Constitucional:  

“2.2. Por su naturaleza, la tutela está llamada a operar en aquellos eventos en los que la situación fáctica exige la pronta adopción de medidas de protección, razón por la cual su eficacia radica en la posibilidad que tiene el juez constitucional, si encuentra probada la amenaza o violación alegada, de impartir una orden dirigida a garantizar la defensa actual e inminente del derecho afectado.

2.3. Por eso, cuando la causa de la violación o amenaza de los derechos fundamentales cesa o desaparece, la acción de tutela pierde su razón de ser, pues la orden que pudiera proferir el juez en defensa de tales derechos no tendría ningún efecto, resultando innecesario un pronunciamiento de fondo. De acuerdo con la jurisprudencia constitucional, cuando tal situación tiene lugar se está en presencia de una carencia actual de objeto por hecho superado.

2.4 En reiterada jurisprudencia, la Corte ha expuesto que se constituye una carencia actual de objeto por hecho superado, cuando se produce un cambio sustancial en la situación fáctica que originó la acción de tutela; tendiente a detener la posible vulneración o amenaza, y por consiguiente, a satisfacer la pretensión invocada. En ese escenario, pierde sentido cualquier pronunciamiento encaminado a la protección de derechos fundamentales por parte del juez constitucional. 

2.5 Al respecto, en Sentencia SU-225 de 2013, esta Corporación expuso que: “La carencia actual de objeto por hecho superado se configura cuando entre el momento de la interposición de la acción de tutela y el momento del fallo se satisface por completo la pretensión contenida en la demanda de amparo. En otras palabras, aquello que se pretendía lograr mediante la orden del juez de tutela ha acaecido antes de que el mismo diera orden alguna. En este sentido, la jurisprudencia de la Corte ha comprendido la expresión hecho superado en el sentido obvio de las palabras que componen la expresión, es decir, dentro del contexto de la satisfacción de lo pedido en tutela.”

2.6. En consecuencia, cuando las circunstancias que motivan la acción de tutela desparecen, no hay lugar a emitir pronunciamiento de fondo, pues, en esos casos, se configura una carencia actual de objeto por hecho superado.”
 
5.- En resumen, se confirmará el fallo que se revisa en cuanto concedió el amparo al derecho de petición, pero se declarará la carencia actual de objeto por encontrarse superado el hecho que originó la lesión a esa garantía constitucional. 

Por lo expuesto, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, Risaralda, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley
R E S U E L V E
PRIMERO.- CONFIRMAR la sentencia proferida por el Juzgado Segundo de Familia de Pereira, el pasado 7 de abril, en la acción de tutela instaurada por la señora Amparo Arcila Moreno contra la Unidad Administrativa Especial de Gestión Pensional y Contribuciones Parafiscales de la Protección Social -UGPP. 

SEGUNDO.- DECLARAR el hecho superado respecto del mandato impuesto al representante legal de la Unidad Administrativa Especial de Gestión Pensional y Contribuciones Parafiscales de la Protección Social -UGPP, en el ordinal segundo del fallo, para brindar respuesta a la petición de fecha 22 de mayo de 2015. 

TERCERO.- Notifíquese esta decisión a las partes conforme lo previene el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991.
CUARTO.- Como lo dispone el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991, envíese el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE,

Los Magistrados,



CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS



DUBERNEY GRISALES HERRERA


(Ausente con causa justificada)


EDDER JIMMY SÁNCHEZ CALAMBÁS
� Corte Constitucional. Sentencia SU-975 de 2003.


� Folios 42 a 45, cuaderno No. 2.


� Sentencia T-117A de 2014, MP. Luis Guillermo Guerrero Pérez
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